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Acta N° 297
Se procede por la Sala a decidir en primera instancia la acción de tutela que interpuso la señora Ingrid Rocío Mera Viana en contra de la Comisión Nacional del Servicio Civil y a la que se vinculó a la Escuela Superior de Administración Pública.
ANTECEDENTES

En procura de la protección a sus derechos al debido proceso, igualdad acceso a cargos y funciones públicas, la actora señaló que se inscribió en la convocatoria núm. 131 de 2011 para el cargo de teniente de prisiones código 4078 grado 16 en el Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario, dentro de la cual obtuvo como resultado definitivo de la prueba de antecedentes 27,5 puntos “con los cuales no obtenía cupo” circunstancia que observó con extrañeza ya que según ella y de acuerdo con la normativa de la convocatoria debió ser calificada con 33,5 puntos. Radicó reclamación ante la CNSC, de cuya respuesta dijo que se aceptó no haber tenido en cuenta un título universitario como parte de la educación formal, por el hecho de que éste es un requisito mínimo exigido para el empleo, cometiendo un error ya que, a pesar de que este sí es un requisito para aspirar de dragoneante a teniente de prisiones, en ninguno de los apartes del acuerdo 165 y de la convocatoria 131 se “hace referencia de no tener en cuenta los 6 puntos como profesional”. Aseguró, entonces, que se encuentra en desventaja respecto de otros aspirantes que ocupan empleos de mayor o igual jerarquía si son dragoneantes distinguidos, pues a ellos sí se les tiene cuenta el título, aumentando con esto los puntos en la valoración de experiencia. 
Acudió además, a varias normas que regulan la carrera administrativa en el INPEC en las que se establece la educación superior como factor de calificación, y trajo varios ejemplos para acreditar la vulneración al derecho a la igualdad. 
Por tanto, adujo que se le está causando un perjuicio y en razón a ello solicitó que se ordene a la CNSC que califique “adecuadamente” el factor de educación formal con los 6 puntos que se otorgan por tener título profesional y que requiere para continuar aspirando al cargo de teniente de prisiones.    
Por auto de 4 de junio pasado se admitió la demanda y se ordenó el traslado de la Comisión Nacional del Servicio Civil. Y el 13 siguiente, por considerarlo pertinente, esta Sala vinculó a la Escuela Superior de la Función Pública, la cual guardó silencio.
La CNSC se opuso a las pretensiones de la demanda fundamentada en que de conformidad con el acuerdo 163 de 2011, que regula la convocatoria de ascenso para proveer cargos en el INPEC, para la prueba de antecedentes del empleo de teniente de prisiones al que aspiraba la señora Mera Viana, solo se otorgaba puntaje sobre todas aquellas acreditaciones que excedieran los requisitos mínimos, de los cuales hacía parte el título profesional y el tiempo de servicio de ocho años, motivo por el cual no podían ser tenidos en cuenta para realizar la aludida calificación. Refutó lo relacionado con la supuesta violación al derecho a la igualdad de la actora, porque al ser su cargo de dragoneante se ubica jerárquicamente un grado debajo de los inspectores e inspectores jefe que están a su vez un peldaño por debajo del teniente de prisiones y con los que se compara, pero con los cuales no se encuentra en similares condiciones laborales, es decir que no se puede invocar desigualdad en los requerimientos frente a empleos de categorías distintas. Razones todos estas que fueron dadas en la contestación a la reclamación por parte de la ESAP y en virtud de las cuales afirmó que no ha vulnerado derechos de la accionante. Expuso, por otro lado, que la tutela es improcedente cuando existen otros medios judiciales capaces de dirimir la cuestión.  Pidió, en consecuencia, que se deniegue la acción.
CONSIDERACIONES

La acción de tutela prevista en la Constitución Nacional está concebida como un mecanismo breve y sumario mediante el cual toda persona puede demandar de un juez la protección de sus derechos fundamentales, siempre que ellos estén siendo vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de una autoridad, o de un particular en determinados casos. Tal mecanismo procede sólo ante la ausencia de otros medios capaces de dirimir la cuestión, con la salvedad de que se utilice en aras de evitar un perjuicio irremediable.
De acuerdo con los términos del libelo, la afectación de sus derechos fundamentales la ubica la accionante en que en el concurso de ascenso por méritos para proveer empleos de carrera administrativa en el INPEC, convocado por la Comisión Nacional del Servicio Civil, se incurrió en un yerro en el acto administrativo que calificó la prueba de análisis de antecedentes, puesto que al discriminar el factor de la educación superior que acreditó con título profesional fue evaluada con un puntaje que no le correspondía. Por lo anterior, pretende que se ordene a la entidad competente calificar adecuadamente tal prueba para que pueda proseguir participando en las etapas del concurso aludido.
Sin embargo, desde ya se tiene que decir que dichas pretensiones están destinadas al fracaso, pues no corresponde al ámbito de esta acción constitucional dirimir el citado conflicto jurídico, porque la procedencia de la acción de tutela, por su misma naturaleza, tiene un alcance bastante restringido, al punto que, de conformidad con lo reglado por el numeral 1 del artículo 6º del Decreto 2591 de 1991, no puede abrirse paso cuando existan otros recursos o medios de defensa judiciales, a menos que se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable.

Lo anterior es lo que ocurre en este caso, debido a que la demandante tiene expedito el camino judicial ordinario con el ejercicio de la acción de nulidad y restablecimiento del derecho pertinente ante la jurisdicción de lo contencioso administrativo, como medio especial, idóneo, amplio y revestido de toda clase de garantías para remediar los que la demandante considera errores de la entidad que convocó al concurso.

Y es que reservada esta clase de debates al juez natural, por la connotación propia que un asunto de esta estirpe implica, le está vedado al constitucional incursionar en órbitas ajenas a la esencia misma de la acción de tutela. Respecto a los debates que en sede de tutela se den sobre las disposiciones expedidas en el marco de una convocatoria de cargos públicos la Corte Suprema de Justicia, ha precisado: 

“…el acceso a los empleos públicos debe hacerse a través de un proceso de selección que privilegie el mérito como factor determinante, siendo imperativo e imprescindible que se realice una convocatoria pública, en la que se fijen las reglas de juego que regulen el concurso, con sujeción a la Constitución y a la ley. Es claro, entonces, que la convocatoria constituye el instrumento normativo, por excelencia, que garantiza el acceso a tales empleos de todos los aspirantes en igualdad de condiciones y, una vez consumada la inscripción, quedan sujetos a las pautas establecidas en ella, so pena de que su alteración rompa ese equilibrio, salvo que ésta sobrevenga por una decisión judicial legalmente ejecutoriada. Pues bien, en el evento de que alguno de los participantes esté en desacuerdo con dichas pautas, el cauce adecuado para impugnarlas, por regla general, es la demanda de nulidad de la convocatoria o del acto jurídico en el cual se fundamenta, ante el juez competente, por tratarse de un acto administrativo de carácter general, impersonal y abstracto, no susceptible, en principio, de la acción de tutela, por su naturaleza residual”
.

Y acerca de los conflictos que se puedan llegar a generar en torno a la puntuación que se den en un concurso de esta índole, ha determinado:

“Por ello mismo, en asuntos como el que da origen a esta tramitación, la Corte ha dejado sentado que, en línea de principio, la tutela no procede para analizar actos de la administración que fijan las reglas o desarrollan un concurso de méritos, dándose esa posibilidad, excepcionalmente, en eventos en los que se aduce una cuestión de estricto tinte constitucional, o en los que se está en presencia de un perjuicio irremediable. 

2. Frente al caso objeto de decisión, se observa que el conflicto a que se refiere el peticionario es susceptible de conocimiento y definición por parte de la jurisdicción contenciosa administrativa, pues el actor cuenta con legitimación para demandar el acto administrativo en el que se definió su puntaje por experiencia dentro del concurso aludido; además, que su queja no es de estirpe exclusivamente constitucional, en la medida que obedece al cumplimiento de unas reglas o exigencias propias de la convocatoria que, incluso, pudo demandar en su momento ante la misma jurisdicción aludida.”

No se olvide, en todo caso, que la discusión se centra en la calificación de la prueba de antecedentes que se produjo en la convocatoria realizada por la CNSC para el INPEC; esa valoración, por supuesto, no es propia del juez de tutela, sino del juez administrativo correspondiente. 
Ahora bien, aceptando que en determinados casos, pese a existir ese medio de defensa judicial se pueda causar al afectado un perjuicio irremediable, es lo cierto que en tal caso así debe promoverse la acción. Mas aquí, si bien la actora manifestó que se le está ocasionando un perjuicio, no acreditó de forma alguna la gravedad del mismo que llevara a ser protegido con medidas de carácter urgente e impostergables, pues, además, como la actora misma advirtió está desempeñando el cargo de dagroneante en el INPEC, lo que desecha, igualmente, la posibilidad de vulneración de otros derechos como el mínimo vital o el trabajo. 
Así las cosas, la demandante cuenta con las acciones contencioso administrativas para la defensa de los derechos fundamentales que alega le han sido quebrantados por la CNSC, ya que mediante su despliegue puede enfrentar la supuesta ilegalidad de los actos administrativos que está cuestionando. Y más patente es la importunidad de su demanda si se considera que en dicha jurisdicción está prevista la figura de la suspensión provisional
, como remedio expedito contra los actos violatorios de las normas superiores como es lo aquí aducido y con objeto de evitar que surtan efectos en el tiempo y causen o puedan causar perjuicios a la respectiva actora. 

Sin necesidad de entrar a evaluar más cuestiones, pues la improsperidad de la presente acción de tutela es evidente para atacar las determinaciones que se dieron en el concurso, y porque además no se vislumbra un perjuicio irremediable que la hiciera procedente por excepción, no se accederá a la pretensión de la demanda. 
DECISIÓN

Por lo expuesto, esta Sala Civil - Familia del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por autoridad de la ley, NIEGA la tutela solicitada por la señora Ingrid Rocío Mera Viana.
Notifíquese la sentencia a las partes y remítase oportunamente el expediente a la Corte Constitucional para la eventual revisión del fallo, en caso de no ser impugnada.
Cópiese, notifíquese y cúmplase

Los Magistrados,

Fernán Camilo Valencia López

Claudia María Arcila Ríos                                      Luis Alfonso Castrillón Sánchez
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� Artículo 152 del Código Contencioso Administrativo. 
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